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	Resumen

	El artículo analiza la mediación en los conflictos laborales desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano, con el objetivo de analizar la mediación en los conflictos laborales desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano, evaluando su eficacia como mecanismo de garantía de los derechos laborales. Metodológicamente, se emplea el método dogmático-jurídico y deductivo, interpretando la normativa constitucional y legal vigente, así como la jurisprudencia relevante, en particular la Sentencia No. 17-13-IS/21 de la Corte Constitucional. Los resultados evidencian que la mediación no es un procedimiento secundario, sino una institución jurídica con contenido axiológico, alineada con los principios de la dignidad humana y la justicia material. La jurisprudencia constitucional ha contribuido a la consolidación del ordenamiento jurídico al distinguir entre los derechos irrenunciables y los beneficios transigibles. Se concluye que la mediación constituye una herramienta eficaz para descongestionar el sistema judicial y proteger los derechos de los trabajadores, siempre que se respeten los principios laborales fundamentales. Por lo que, se recomienda promover una cultura de mediación mediante campañas de difusión y formación continua de mediadores especializados en materia laboral.
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	Abstract

	The article analyzes mediation in labor conflicts from the perspective of Ecuadorian neoconstitutionalism, with the aim of examining mediation in labor conflicts from this perspective, evaluating its effectiveness as a mechanism for guaranteeing labor rights. Methodologically, the dogmatic-legal and deductive method is employed, interpreting the current constitutional and legal regulations, as well as relevant jurisprudence, in particular Constitutional Court Ruling No. 17-13-IS/21. The results show that mediation is not a secondary procedure, but a legal institution with axiological content, aligned with the principles of human dignity and substantive justice. Constitutional jurisprudence has contributed to the consolidation of the legal system by distinguishing between non-waivable rights and negotiable benefits. It is concluded that mediation constitutes an effective tool to relieve congestion in the judicial system and protect workers' rights, provided that fundamental labor principles are respected. Therefore, it is recommended to promote a culture of mediation through awareness campaigns and continuous training of mediators specialized in labor matters. 
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	Introducción

	Los conflictos laborales, tanto individuales como colectivos, constituyen una realidad recurrente en el ámbito productivo ecuatoriano, originados generalmente por el incumplimiento de obligaciones contractuales o la vulneración de derechos adquiridos (Durán y López, 2024). Frente a esta problemática, la mediación se presenta como un mecanismo alternativo de resolución de conflictos que busca soluciones consensuadas y oportunas, alejadas de la litigiosidad tradicional.

	El artículo 190 de la Constitución de la República (2008) reconoce la mediación, el arbitraje y otros procedimientos alternativos para la solución de controversias en materias transigibles, incluyendo la laboral. Este marco constitucional ha sido complementado por instrumentos como el Acuerdo Ministerial No. MDT-2022-236 (Ministerio del Trabajo del Ecuador, 2022), que establece directrices operativas para su aplicación. No obstante, a pesar de este robusto respaldo normativo, la mediación enfrenta un uso limitado en la práctica, prevaleciendo una excesiva judicialización que retrasa la protección efectiva de los derechos de los trabajadores y genera una sobrecarga procesal (Cueva et al., 2025).

	El neoconstitucionalismo, entendido como la corriente teórica que otorga a las constituciones fuerza vinculante y aplicación directa, ha transformado la manera de concebir el derecho laboral en Ecuador (López Ruiz y Haro, 2021). La Constitución de la República (2008) marca un punto de inflexión al adoptar un paradigma garantista en el que los derechos fundamentales tienen supremacía y los jueces desempeñan un rol activo en su protección. Este problema se agrava por la carencia de un análisis epistemológico profundo que permita comprender la mediación laboral desde los principios y valores del neoconstitucionalismo ecuatoriano. Tal y como señalan Medina et al. (2021) el neoconstitucionalismo, como teoría garantista, otorga a las constituciones una fuerza vinculante y aplicabilidad directa, transformando la concepción del derecho hacia un modelo basado en principios como la dignidad humana y la justicia material. En este contexto, la mediación no debe ser tratada como un procedimiento secundario, sino como una institución jurídica con un fuerte contenido axiológico, alineada con el Estado constitucional de derechos y justicia (López y Montalvo, 2024).

	El objetivo general de esta investigación es analizar la mediación en los conflictos laborales desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano, evaluando su eficacia como mecanismo de garantía de los derechos laborales. Para ello, se examinan los fundamentos teóricos, el marco constitucional vigente y la aplicación práctica de este mecanismo. Metodológicamente, el estudio recurre al método dogmático-jurídico y deductivo, interpretando la normativa y la jurisprudencia relevante, con especial énfasis en la Sentencia No. 17-13-IS/21 (Corte Constitucional del Ecuador, 2021), que ha marcado un precedente al validar la mediación como herramienta idónea para resolver conflictos cuando la ejecución de decisiones judiciales resulta inviable, siempre que se garantice la inalienabilidad de los derechos fundamentales.

	Los hallazgos de esta investigación buscan contribuir a la discusión académica y a las políticas públicas orientadas a promover una cultura de mediación, a través de la difusión y capacitación especializada, asegurando así una aplicación más efectiva del derecho laboral en el Ecuador (Durán y López, 2024; Cueva et al., 2025).

	Desarrollo

	La mediación laboral: especificidades y necesidades

	En el ámbito específico de las relaciones laborales, la mediación alcanzó relevancia jurídica al facilitar una comunicación efectiva entre empleadores y trabajadores, permitiendo acuerdos que contribuyen a la protección de los derechos laborales y al mantenimiento de relaciones armoniosas (López y Montalvo, 2024). En este sentido, Durán y López (2024) destacan que este mecanismo resulta particularmente valioso en un contexto donde los conflictos laborales suelen implicar no solo intereses económicos, sino también componentes emocionales y relacionales que dificultan la solución exclusivamente judicial. La mediación, al ofrecer un espacio neutral y confidencial, permite a las partes dialogar y explorar soluciones creativas que un juez no podría imponer, siempre que se respeten los mínimos legales irrenunciables.

	Sin embargo, se advierte que la eficacia de la mediación depende en gran medida de la voluntad libre y voluntaria de las partes involucradas. Por su parte, Portilla et al. (2021) señalan que esta característica constituye una de sus principales limitaciones, ya que cuando una de las partes no desea participar, resulta imposible alcanzar acuerdos mediante esta vía, debiendo recurrirse a los procedimientos judiciales tradicionales. Esta realidad evidencia la necesidad de promover una cultura de mediación que trascienda el desconocimiento y la desconfianza, y que convierta a este mecanismo en una opción natural y preferente para la resolución de controversias laborales.

	 Marco normativo de la mediación laboral en Ecuador

	La Constitución de la República (2008) sienta las bases para un sistema de derecho laboral garantista, cuyo artículo 33 reconoce el trabajo como un derecho y un deber social, así como un elemento esencial para la realización personal y el desarrollo económico (Asamblea Constituyente, 2008). El artículo 75 garantiza el acceso a los tribunales, que incluye no solo recursos legales, sino también mecanismos alternativos como la mediación. El artículo 190, como se ha señalado, reconoce expresamente la mediación y el arbitraje como procedimientos válidos para resolver conflictos en materias transigibles.

	El artículo 326 de la Constitución de la República (2008) desarrolla un amplio catálogo de derechos laborales. Se establecen los principios fundamentales como la inalienabilidad de los derechos (inciso 2), la protección de los trabajadores, la estabilidad en el empleo y la aplicación de la norma más favorable. Este enfoque refleja claramente la influencia del neoconstitucionalismo, donde el derecho adquiere efectividad directa y obligatoria para todas las instituciones, y los jueces y operadores jurídicos deben interpretar la normativa conforme a los principios constitucionales de dignidad humana, justicia material y solución pacífica de controversias (López Ruiz y Haro, 2021; Medina et al., 2021).

	El Código del Trabajo (2005) constituye la norma infraconstitucional más importante que regula las relaciones entre empleadores y trabajadores. Su artículo 1 establece que los preceptos del código se encargan de regular las relaciones entre empleadores y trabajadores y se aplican en diversas modalidades y condiciones de trabajo, incluyendo las leyes especiales y los convenios internacionales ratificados por Ecuador. El artículo 2 afirma el carácter social del trabajo, su obligatoriedad y su naturaleza de derecho y deber social. 

	El artículo 4 establece la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, declarando nula toda estipulación en contrario, en consonancia con el artículo 326 de la Constitución de la República (2008). El artículo 7 introduce el principio de la interpretación más favorable para el trabajador, estableciendo que en caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en materia laboral, los funcionarios judiciales y administrativos las aplicarán en el sentido más favorable a los trabajadores. Este principio, conocido como in dubio pro operario, constituye una expresión del principio protector y debe guiar la actuación de los mediadores al evaluar la validez de los acuerdos alcanzados (Durán y López, 2024).

	La Ley de Arbitraje y Mediación (2006) tiene especial importancia porque regula la mediación como un procedimiento voluntario en el que las partes intentan llegar a un acuerdo con la ayuda de un tercero imparcial. Su artículo 43 define la mediación como un procedimiento de solución de conflictos por el cual las partes, asistidas por un tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario, que verse sobre materia transigible, de carácter extrajudicial y definitivo, que ponga fin al conflicto.

	La mediación, de acuerdo con la Ley de Arbitraje y Mediación (2006), se caracteriza por la neutralidad del mediador, quien permanece sin inclinación hacia ninguna de las partes, distinguiendo neutralidad de indiferencia. El mediador utiliza una amplia gama de técnicas para guiar el proceso en una dirección constructiva y ayudar a las partes a encontrar su solución óptima, basándose en su experiencia y en una comunicación efectiva (Cueva et al., 2025). Esta regulación se complementa con lo dispuesto en el artículo 190 de la Constitución de la República (2008), que reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la solución de conflictos, aplicables con sujeción a la ley en materias donde por su naturaleza se pueda transigir

	Los estudios de Amaya y Juanes (2020) destacan que la mediación laboral, de acuerdo con esta ley, puede iniciarse de tres formas: solicitud directa de las partes, derivación judicial, o remisión fiscal. Cada una de estas vías tiene sus propios procedimientos y requisitos, pero todas comparten el objetivo de ofrecer una solución consensuada y oportuna a los conflictos laborales, evitando la saturación del sistema judicial y reduciendo los costos para las partes.

	El Acuerdo Ministerial No. MDT-2022-236 (Ministerio del Trabajo del Ecuador, 2022) representa un avance significativo en la regulación operativa de la mediación laboral en Ecuador. Este acuerdo establece los lineamientos para el acceso al servicio de mediación en relaciones laborales, ofreciendo un servicio gratuito, eficaz, comprensible y de calidad para las partes. Cueva et al. (2025) enfatiza que este instrumento es sumamente favorable para la investigación y aplicación de la mediación, ya que fija todos los lineamientos a seguir para continuar con este proceso alternativo de resolución de conflictos.

	El acuerdo ministerial complementa las disposiciones constitucionales y legales, facilitando la implementación práctica de la mediación en ambos sectores, público y privado. Sin embargo, a pesar de estos avances normativos, persisten desafíos como la falta de recursos, la insuficiente formación de mediadores especializados en materia laboral, y la necesidad de una mayor promoción y difusión de estos mecanismos entre la población, especialmente en zonas rurales de difícil acceso. Aunque no incide directamente en el procedimiento mediador, el Decreto Ejecutivo No. 255 (Ministerio de Trabajo del Ecuador, 2024) actualiza el marco de protección y salud laboral, lo que evidencia una preocupación estatal integral por el bienestar del trabajador. 

	De igual forma, el Acuerdo MDT-2015-0080 (Ministerio de Trabajo del Ecuador, 2015) expide el Código de Ética del Centro de Mediación Laboral, estableciendo principios como confidencialidad, transparencia y voluntariedad en los procesos de resolución de conflictos. En su conjunto, estos instrumentos normativos configuran un andamiaje jurídico que, desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano, no solo regula procedimentalmente la mediación, sino que la dota de un contenido axiológico orientado a la protección efectiva de los derechos laborales. No obstante, la mera existencia de un marco normativo avanzado resulta insuficiente si no se acompaña de políticas públicas que garanticen su aplicación efectiva, superando las brechas de recursos, formación y difusión que aún persisten, particularmente en los territorios con mayores índices de vulnerabilidad y exclusión.

	Principios del derecho laboral y su interacción con la mediación

	El principio de irrenunciabilidad constituye uno de los pilares fundamentales del derecho laboral ecuatoriano y establece un límite infranqueable para la mediación. La doctrina latinoamericana más autorizada en materia de relaciones laborales ha señalado que, a diferencia de otras ramas del derecho donde prevalece el principio de renuncia, en el derecho laboral ningún sujeto, ni siquiera el propio trabajador, puede ser privado de los beneficios, ventajas u oportunidades determinadas para su beneficio (Murano, 2021). El principio de inalienabilidad goza de reconocimiento normativo formal en diversos actos jurídicos, donde se crea la intervención estatal como garante de condiciones mínimas reconocidas a favor de los trabajadores.

	Los estudios de Durán y López (2024) explican que el principio de irrenunciabilidad de los derechos laborales está reconocido en el artículo 326, inciso 2 de la Constitución de la República (2008), que establece que los derechos laborales son irrenunciables e intangibles y será nula toda estipulación en contrario. Esto implica que un trabajador que expresa su voluntad renunciando a un derecho laboral realiza una acción inválida, ya que es una declaración contraria al orden público constitucional. La naturaleza inalienable de la legislación laboral deriva de la naturaleza imperativa de las normas laborales, que autoriza la intervención del Estado en las relaciones capitalistas de trabajo para proteger al sujeto más débil de la relación.

	Sin embargo, la Sentencia No. 17-13-IS/21 (Corte Constitucional del Ecuador, 2021) ha matizado este principio, distinguiendo entre la renuncia estricta de derechos prohibida constitucionalmente y la transacción sobre beneficios inciertos o dudosos, que resulta válida cuando se basa en concesiones recíprocas y en el principio de autonomía de la voluntad. Esta distinción es fundamental para la mediación laboral, ya que permite alcanzar acuerdos que no implican una vulneración del orden público, sino una solución consensuada a conflictos concretos, siempre que no se afecten derechos ciertos e irrenunciables.

	El principio de intangibilidad de los derechos laborales se manifiesta en el hecho de que los derechos adquiridos en beneficio de los trabajadores, claramente reconocidos en las leyes y convenios colectivos, no pueden modificarse en detrimento del trabajador ni reducirse o abolirse. Por lo que, Murano (2021) señala que los derechos intangibles no permiten cambiar los derechos adquiridos por el trabajador cuando estos cambios perjudiquen esos derechos. Sin embargo, dado que la ley establece derechos mínimos obligatorios a observar, estos requisitos mínimos pueden reformarse a favor del trabajador, funcionando las modificaciones en beneficio, pero no en detrimento de los derechos adquiridos.

	Este principio se encuentra oficialmente reconocido en el ordenamiento jurídico ecuatoriano en el artículo 326 de la Constitución y en el artículo 4 del Código del Trabajo (2005), que declara nula toda estipulación en contrario. En el contexto de la mediación, este principio implica que los acuerdos alcanzados no pueden desmejorar las condiciones laborales preexistentes, y cualquier cláusula que reduzca derechos adquiridos será considerada nula y sin efecto.

	El principio protector constituye el eje vertebrador del derecho laboral y se materializa en tres subprincipios fundamentales que orientan la interpretación y aplicación de la normativa laboral, incluyendo los acuerdos alcanzados mediante mediación.

	La norma más beneficiosa o favorable al trabajador protege al trabajador en situaciones donde existen varias normas que pueden ser consideradas para un caso concreto, exigiendo que la solución tenga en cuenta la regulación más favorable para el trabajador (Durán y López, 2024). Este subprincipio implica que, si un acuerdo de mediación contradice una disposición más beneficiosa contenida en una ley o convenio colectivo, aquel será inválido en esa parte.

	El in dubio pro operario establece que, en caso de duda sobre la interpretación de la norma, cuando existan varias interpretaciones posibles, se deberá elegir el sentido interpretativo que resulte más favorable al trabajador (Durán y López, 2024). Este subprincipio está reconocido en el artículo 7 del Código del Trabajo (2005), que estipula que, si existiera duda sobre el alcance de las disposiciones previstas en la ley de relaciones laborales, actos reglamentarios o contratos, los tribunales y funcionarios administrativos las aplicarán en la forma más beneficiosa para los trabajadores.

	La condición más favorable establece que los derechos adquiridos por el trabajador no pueden ser reducidos por nuevas disposiciones legales o convencionales, lo que refuerza la intangibilidad de las conquistas laborales. Amaya y Juanes (2020) señalan que estos subprincipios deben guiar la actuación de los mediadores, quienes deben comprender plenamente que los procesos de mediación deben basarse en concesiones mutuas reales e inciertas, y que los derechos en disputa deben negociarse respetando siempre los mínimos irrenunciables.

	Aplicación práctica de la mediación en conflictos laborales

	La legislación laboral ecuatoriana reconoce dos formas principales de conflictos laborales: los colectivos, que incluyen la huelga (paralización voluntaria de actividades para lograr mejoras laborales) y el paro (paralización asociada a falta de recursos para el normal desarrollo de actividades), y los individuales, que consisten en violaciones de los derechos individuales del empleado, elusión de responsabilidades del empleador u otras situaciones que no están sujetas a mediación obligatoria (Ludeña y Pineda, 2025).

	El procedimiento de mediación laboral, de acuerdo con la Ley de Arbitraje y Mediación (2006) y el Acuerdo Ministerial No. MDT-2022-236 (Ministerio del Trabajo del Ecuador, 2022), puede iniciarse de tres formas: (1) solicitud directa de las partes, presentada de forma individual, colectiva o en nombre de un tercero, en cualquier oficina de mediación del Departamento Jurídico; (2) derivación judicial, por la cual un juez de oficio o a petición de una de las partes transfiere un caso a un centro de mediación judicial, si se relaciona con condiciones transferibles; y (3) remisión fiscal, por la cual el fiscal organiza el inicio de la solución en casos de tránsito (Amaya y Juanes, 2020).

	El proceso de mediación se caracteriza por su flexibilidad y celeridad, pudiendo realizarse y completarse en un periodo de tiempo extremadamente corto, desde horas hasta unas pocas semanas, dependiendo de la complejidad del conflicto (Amaya y Juanes, 2020). La mediación debe realizarse en un lugar neutral, no público, y se rige por principios fundamentales como la voluntariedad, la confidencialidad, la igualdad y la objetividad. El principio de voluntariedad enfatiza que las partes someten libre y voluntariamente su conflicto al proceso, manteniendo una actitud conciliadora y el deseo de concluir un acuerdo beneficioso para ambas partes. La confidencialidad garantiza que la información generada no sea revelada a personas ajenas al proceso. La igualdad establece que las partes deben tratarse justamente y sin discriminación, teniendo acceso a la misma información y oportunidades. La objetividad recae en el mediador, quien debe ser parte neutral y responsable de elegir la mejor solución posible sin favorecer a ninguna de las partes (Congreso Nacional, 2015).

	Análisis comparativo entre sectores público y privado

	En este apartado es loable mencionar a Cueva et al. (2025) quienes realizaron un estudio comparativo sobre la efectividad de la mediación en la resolución de conflictos laborales entre los sectores público y privado en Ecuador. La investigación reveló diferencias significativas en la aplicación y eficacia de este mecanismo. En el sector privado, donde existe mayor flexibilidad y autonomía de la voluntad, la mediación ha logrado resultados más favorables, especialmente en disputas contractuales y reclamos individuales, con una tasa de acuerdo que alcanza aproximadamente la mitad de los casos tramitados.

	En contraste, el sector público, presenta mayores rigideces normativas y procedimientos administrativos que limitan el alcance de la mediación. La naturaleza estatutaria de la relación laboral, el principio de legalidad que rige la administración pública y la menor autonomía de las partes para transigir sobre derechos ciertos reducen el espacio para soluciones consensuadas, aunque la normativa reconoce mecanismos alternativos (Cueva et al., 2025; Silva et al., 2025).

	Estudios recientes (Cueva et al., 2025; Silva et al., 2025), señalan que, en ambos sectores, persisten desafíos comunes como la falta de recursos, la insuficiente formación de mediadores especializados en materia laboral, la necesidad de una mayor promoción y difusión de estos mecanismos entre la población, y la escasa presencia de centros de mediación en zonas rurales, donde se concentra gran parte de la capacidad productiva del país. En este sentido, Cueva et al. (2025) recomiendan fortalecer la mediación mediante estrategias de reforma legal, descentralización institucional, digitalización del servicio, certificación de mediadores y promoción de la cultura mediadora, haciendo que la mediación de conflictos sea más accesible y reconocible para todos los ciudadanos.

	En otro orden de ideas, se analiza como Amaya y Juanes (2020) identifican una serie de ventajas de la mediación laboral, entre las que destacan: la celeridad en la resolución de conflictos, al evitar los largos plazos del proceso judicial; la reducción de costos para las partes, al evitar honorarios legales y gastos procesales; la confidencialidad del proceso, que protege la privacidad y la reputación de las partes; la flexibilidad en las soluciones, que pueden adaptarse a las necesidades específicas de las partes más allá de lo que un juez podría imponer; la preservación de la relación laboral, al fomentar el diálogo y el entendimiento mutuo; y la descongestión del sistema judicial, al derivar hacia la mediación los conflictos que pueden resolverse consensuadamente.

	Sin embargo, los autores también señalan importantes desventajas que limitan la eficacia de la mediación: la inasistencia de las partes convocadas, que en muchos casos reduce la eficacia del mecanismo, especialmente cuando la parte requerida no acude a la sesión de mediación, lo que genera acciones de imposibilidad de acuerdo; la falta de capacitación de los mediadores, que en situaciones laborales no existe una formación previa, continua y obligatoria para la preparación de los inspectores del trabajo o jueces como mediadores calificados, lo que limita su capacidad para manejar conflictos complejos con alto componente emocional o estructural; la falta de presión de los mediadores, que si bien la mediación es voluntaria, la falta de presión puede llevar a que el proceso se dilate sin llegar a un acuerdo, aunque esto no significa que el mediador deba forzar un cierre a cualquier precio, ya que ello sería contrario a la naturaleza de la mediación; y la falta de tiempo, ya que algunos procesos de mediación requieren mucho más que unos pocos minutos para encontrar la manera de resolver los conflictos, y los plazos determinados pueden ser insuficientes para escuchar a las partes, comprender el origen y significado del conflicto, sopesar pros y contras, y alcanzar una solución duradera (Amaya y Juanes, 2020, p. 249).

	La jurisprudencia constitucional como punto de inflexión

	La Sentencia No. 17-13-IS/21 (Corte Constitucional del Ecuador, 2021) constituye un hito en la consolidación de la mediación laboral en Ecuador, al establecer criterios claros sobre la interacción entre este mecanismo alternativo y los principios constitucionales del derecho laboral. El caso analizado por la Corte involucraba a varios empleados del Liceo Naval de la ciudad de Manta, cuyos derechos laborales habían sido reconocidos en una sentencia previa que establecía medidas como la normalización salarial, el pago retroactivo y los nombramientos. Sin embargo, la situación cambió radicalmente cuando la institución educativa fue cerrada definitivamente, imposibilitando el cumplimiento de varias de estas normas.

	Ante la imposibilidad material de ejecutar plenamente la sentencia, las partes optaron por llegar a un acuerdo a través de la mediación, resultando en protocolos de solución que permitieron poner fin al conflicto de manera definitiva. La Corte Constitucional, al analizar la validez de este acuerdo, realizó una distinción fundamental entre la renuncia estricta de derechos prohibida por el artículo 326, inciso 2 de la Constitución y la transacción sobre beneficios inciertos o dudosos, que resulta válida cuando se basa en concesiones recíprocas y en el principio de autonomía de la voluntad.

	La sentencia aporta varios criterios esenciales para la comprensión y aplicación de la mediación laboral desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano:

	En primer lugar, la Corte reiteró que la mediación, al generar acuerdos con fuerza de cosa juzgada (art. 190 de la Constitución de la República, 2008), contribuye a la seguridad jurídica al poner fin definitivo a los conflictos, siempre que no se afecten derechos inalienables. Esto implica que la mediación no es un mecanismo secundario o marginal, sino una herramienta válida y necesaria para garantizar la efectividad del derecho laboral y para descongestionar el sistema judicial.

	En segundo lugar, la Corte estableció una distinción conceptual entre derechos y beneficios laborales. Mientras que los derechos son irrenunciables e intangibles, los beneficios pueden ser objeto de transacción en mediación, basándose en el principio de autonomía de la voluntad y libertad de contratación. Sin embargo, esta distinción no puede descontextualizarse ni malinterpretarse para perjudicar al trabajador, ya que toda interpretación debe guiarse por el principio protector y el in dubio pro operario, que exigen aplicar la normativa en el sentido más favorable al trabajador (Durán y López, 2024).

	En tercer lugar, la Corte subrayó que el principio de inalienabilidad no puede ser transferible sin violar los derechos laborales, ya que es un derecho que no puede ser cedido, ni vendido, transferido y mucho menos renunciado. Sin embargo, la renuncia estricta de derechos debe distinguirse de figuras que implican una cierta ventaja para el trabajador, basadas en la voluntad de las partes y en el principio de autonomía, que se traducen en mutuas concesiones que no significan renunciar a derechos, sino reconocerlos.

	La Sentencia No. 17-13-IS/21 (Corte Constitucional del Ecuador, 2021) cambia la forma de entender la seguridad jurídica en el ámbito laboral. Ya no se trata solo de que las decisiones judiciales se ejecuten exactamente como se tomaron, sino de que las personas obtengan soluciones reales a sus problemas. En este sentido, los acuerdos alcanzados a través de la mediación también contribuyen a la seguridad jurídica, ya que permiten resolver el conflicto de una vez por todas y evitar su prolongación innecesaria.

	Las investigaciones de López y Montalvo (2024) sostienen que esta sentencia refuerza la idea de que la mediación no es un mecanismo secundario, sino una herramienta útil y necesaria en el ordenamiento jurídico, que complementa y en algunos casos incluso supera el proceso judicial en términos de eficiencia. Desde una perspectiva más reflexiva, la sentencia implica reconocer que la ley no es estática, sino que se adapta a las necesidades de la sociedad. La mediación refleja exactamente esta adaptabilidad, ofreciendo soluciones más humanas, más cercanas a la realidad y más enfocadas a la resolución de conflictos reales.

	No obstante, la sentencia también plantea desafíos. La distinción entre derechos y beneficios, si no se aplica con criterios claros y con respeto al principio protector, puede dar lugar a interpretaciones abusivas que perjudiquen al trabajador. Por eso, los mediadores deben comprender plenamente que los procesos de negociación deben basarse en concesiones mutuas reales e inciertas, y que los derechos en disputa deben negociarse respetando siempre los mínimos irrenunciables (Cueva et al., 2025).

	A pesar de los avances normativos y jurisprudenciales, la mediación laboral en Ecuador enfrenta importantes desafíos estructurales y culturales que limitan su efectividad. Por lo que, Portilla et al. (2021) señalan que la mediación penal no ha recibido mucho apoyo y desarrollo en Ecuador debido a la incertidumbre sobre el proceso en el que podría utilizarse, así como por la mezcla de mediación y mediación penal en las decisiones del Consejo de Justicia, lo que muestra que el crecimiento de los derechos laborales no se limita solo a los trabajadores adultos, sino que también incluye a grupos que necesitan una protección especial.

	En sus investigaciones Cueva et al. (2025) identifican como principales desafíos la falta de recursos económicos y logísticos para los centros de mediación; la insuficiente formación de mediadores especializados en materia laboral, que muchas veces son inspectores del trabajo o jueces sin una preparación específica en técnicas de mediación; la necesidad de una mayor promoción y difusión de estos mecanismos entre la población, que en gran medida desconoce su existencia y beneficios; y la escasa presencia de centros de mediación en zonas rurales, donde se concentra gran parte de la capacidad productiva del país.

	Además, persiste una cultura litigiosa que privilegia la vía judicial sobre los mecanismos alternativos, alimentada por la desconfianza hacia soluciones extrajudiciales y por el desconocimiento de los principios y procedimientos de la mediación. Amaya y Juanes (2020) señalan que esta falta de comunicación sobre la existencia de estos medios alternativos y la dificultad de que las personas conozcan la realidad y lo que pueden preferir para resolver un conflicto es un retroceso en la aplicación de los mismos, que requiere políticas públicas de información y educación jurídica.

	Sobre la base del análisis realizado, los autores consultados formulan diversas propuestas para fortalecer la mediación laboral en Ecuador. En este orden de ideas, Cueva et al. (2025) recomienda introducir leyes o reformas que consideren la vertiente alternativa de la resolución de conflictos, asignando recursos suficientes para la formación de mediadores especializados y para la implementación de centros de mediación en áreas rurales de difícil acceso, haciendo que la mediación de conflictos sea más accesible y reconocible para todos los ciudadanos.

	Por su parte, Durán y López (2024) enfatizan la necesidad de promover una cultura de mediación a través de campañas de difusión y educación jurídica que informen a empleadores y trabajadores sobre las ventajas de este mecanismo, especialmente en términos de celeridad, reducción de costos y preservación de las relaciones laborales. Asimismo, proponen la implementación de programas de formación continua y obligatoria para mediadores laborales, que incluyan no solo aspectos técnicos y jurídicos, sino también habilidades comunicativas, emocionales y de manejo de conflictos complejos.

	De modo que, López y Montalvo (2024) sugieren fortalecer los centros de mediación existentes mediante la asignación de presupuestos adecuados, la dotación de personal calificado y la implementación de sistemas de seguimiento y evaluación que permitan medir la efectividad de los acuerdos alcanzados. También recomiendan establecer mecanismos de coordinación entre el sistema judicial y los centros de mediación, para facilitar las derivaciones judiciales y asegurar que los acuerdos sean compatibles con el orden público y los principios constitucionales.

	El análisis epistemológico de la mediación laboral desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano revela que este mecanismo no puede ser comprendido ni aplicado adecuadamente si se desvincula de los principios y valores que informan el ordenamiento constitucional. Desde la perspectiva de Medina et al. (2021) el neoconstitucionalismo, al enfatizar la fuerza vinculante de la constitución, la supremacía de los derechos fundamentales y la aplicación directa de los principios, transforma radicalmente la manera de concebir la justicia laboral, sustituyendo el formalismo positivista por un enfoque garantista y material.

	En este marco, la mediación laboral adquiere un sentido renovado, no se trata simplemente de un mecanismo para descongestionar los tribunales o para ahorrar costos a las partes, sino de una herramienta para realizar los principios de dignidad humana, justicia material y solución pacífica de controversias que informan el Estado constitucional de derechos. La mediación, bien entendida y aplicada, permite que las partes construyan soluciones adaptadas a sus necesidades concretas, preservando la relación laboral y fomentando una cultura de diálogo y colaboración (López y Montalvo, 2024; Puertas y Bermúdez, 2023).

	Sin embargo, la mediación también tiene límites, que están dados por la inalienabilidad e intangibilidad de los derechos fundamentales. Como lo ha reconocido la Corte Constitucional en la Sentencia No. 17-13-IS/21, ningún acuerdo de mediación puede implicar una renuncia a derechos ciertos o una vulneración del orden público. Esta tensión entre autonomía de la voluntad y protección de derechos es inherente a la mediación laboral y exige un equilibrio cuidadoso, que debe ser guiado por los principios constitucionales y por una formación especializada de los mediadores.

	En definitiva, la mediación laboral en Ecuador, desde la perspectiva del neoconstitucionalismo, representa una oportunidad para humanizar el derecho laboral, hacerlo más accesible y eficiente, y garantizar una protección efectiva de los derechos de los trabajadores. Pero para que esta oportunidad se concrete, es necesario superar las brechas estructurales y culturales que aún limitan su aplicación, y avanzar hacia una cultura de mediación que sea promovida por el Estado, asumida por los operadores jurídicos y conocida y valorada por la sociedad en su conjunto.

	 

	Conclusiones

	La investigación desarrollada permite afirmar que la mediación en los conflictos laborales, analizada desde la perspectiva del neoconstitucionalismo ecuatoriano, constituye una institución jurídica que trasciende su caracterización instrumental como mero mecanismo de descongestión judicial. Esta perspectiva teórica otorga a los principios constitucionales de dignidad humana, justicia material y solución pacífica de controversias un papel central en la interpretación y aplicación de la mediación, exigiendo que los acuerdos alcanzados respeten el orden público y los derechos irrenunciables de los trabajadores. La mediación, en este sentido, se configura como una herramienta de realización de la justicia sustantiva y no como un espacio de desprotección.

	Los principios laborales, especialmente la irrenunciabilidad y la intangibilidad, operan como límites infranqueables y como guías hermenéuticas para la validez de los acuerdos de mediación. La jurisprudencia constitucional, particularmente la Sentencia No. 17-13-IS/21, ha establecido una distinción clave entre la renuncia estricta de derechos, que se encuentra constitucionalmente prohibida, y la transacción sobre beneficios dudosos o inciertos, que resulta válida cuando media concesión recíproca y se respeta el orden público. Este criterio debe ser aplicado con cautela para evitar interpretaciones que perjudiquen al trabajador, y exige que los mediadores cuenten con una formación especializada que les permita distinguir adecuadamente entre derechos y beneficios, así como aplicar el principio protector y el in dubio pro operario.

	En el plano práctico, la mediación ha demostrado ser efectiva en aproximadamente la mitad de los casos tramitados, contribuyendo a descongestionar el sistema judicial y a reducir costos para las partes. No obstante, persisten desafíos estructurales y culturales significativos, entre los que destacan la falta de recursos económicos y logísticos, la insuficiente formación de los mediadores especializados en materia laboral, la escasa presencia de centros de mediación en zonas rurales y la resistencia cultural a optar por vías alternativas. Se recomienda la creación de un programa de certificación obligatoria para mediadores laborales, con un componente práctico de 40 horas, y la instalación de al menos un centro de mediación en cada cantón del país, priorizando las zonas rurales con mayor índice de conflictividad laboral
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